STC 33/2005: CONFLICTO POSITIVO PROMOVIDO POR LA GENERALITAT DE CATALUÑA EN MATERIA DE GESTIÓN Y AUDITORIA AMBIENTALES
Normas impugnadas: 
· RD 2200/1995, de 28 de diciembre, que incorpora el Reglamento de la infraestructura para la calidad y la seguridad industrial. Dictado al amparo del Art. 149.1.13 CE

· RD 85/1996, de 26 de enero: Dictado al amparo del Art. 149.1.23 CE.
RESUMEN:
· El RD 2200/1995, en su naturaleza de norma básica, ha de interpretarse de manera respetuosa con las competencias de ejecución de la Generalitat en materia de medio ambiente.

· El TC considera que no serán de aplicación en Cataluña las  previsiones normativas que obligan a las CCAA a obtener un informe previo del Consejo de Coordinación de la Seguridad Industrial 

a) cuando deseen designar una entidad de acreditación medioambiental (art- 15.1)
b) cuando deseen autorizar cualquier cambio en las condiciones que sirvieron de base para la designación de aquellas entidades (art. 17 a)

c) así como, aquellos otros preceptos que tienen un ámbito de aplicación restringido a las entidades de verificación con competencia en materia de seguridad industrial.
· La designación de representantes de las Administraciones públicas en los órganos de gobierno y representación de las entidades de acreditación de Cataluña no los designará aquel Consejo de Coordinación de la Seguridad Industrial.
· Designación de entidades de acreditación mediombiental, independientemente que actúen en todo el Estado : La designación de estas entidades corresponde a las CCAA, como competencia de ejecución en materia de medio ambiente. De esta manera, declara contrarios al orden constitucional de competencias el art. 2 y la disposición adicional 2ª del RD 85/1996
Distribución competencial en el marco de normativas comunitarias en concreto, como ya se ha dicho, del Reglamento (CEE) 1836/1993 ( LCEur 1993, 2115) , del Consejo
 : (FJ 3 Y 4)
· Es doctrina reiterada del TC ( SSTC 115/1991, de 23 de mayo [ RTC 1991, 115] ; 236/1991, de 12 de diciembre [ RTC 1991, 236] ; 117/1992, de 16 de septiembre [ RTC 1992, 117] ; 80/1993, de 8 de marzo [ RTC 1993, 80] ; y 13/1998, de 22 de enero [ RTC 1998, 13] que en el ámbito de la resolución de disputas competenciales, bien sea en conflictos de competencias o en procesos de inconstitucionalidad, el hecho de que una competencia suponga ejecución del Derecho comunitario no prejuzga cuál sea la instancia territorial a la que corresponda su ejercicio, porque ni la Constitución ni los Estatutos de Autonomía prevén una competencia específica para la ejecución del Derecho comunitario. Así pues, la determinación de a qué ente público corresponde la ejecución del Derecho comunitario, bien en el plano normativo, bien en el puramente aplicativo, se ha de dilucidar caso por caso teniendo en cuenta los criterios constitucionales y estatutarios de reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas en las materias afectadas ( STC 236/1991, de 12 de diciembre [ RTC 1991, 236] , FJ 9).
· …es también doctrina de este Tribunal, que «tampoco cabe ignorar "la necesidad de proporcionar al Gobierno los instrumentos indispensables para desempeñar la función que le atribuye el art. 93 CE ( RCL 1978, 2836) " ( STC 252/1988 [ RTC 1988, 252] , F. 2)... esto es, para adoptar las medidas necesarias a fin de garantizar el cumplimiento de las resoluciones de los organismos internacionales en cuyo favor se han cedido competencias (del Derecho derivado europeo, en lo que ahora interesa), función que sólo una interpretación inadecuada de los preceptos constitucionales y estatutarios puede obstaculizar». De ahí, continúa la misma Sentencia, que sea imprescindible una interpretación sistemática de todos estos preceptos, máxime en materias de competencia compartida o concurrente entre el Estado y las Comunidades Autónomas, «que deben resolverse exclusivamente conforme a las normas constitucionales y estatutarias de distribución de competencias» ( STC 79/1992, de 28 de mayo [ RTC 1992, 79] , FF. 1 y 2), sin perjuicio de que corresponda «al Estado establecer los sistemas de coordinación y cooperación que permitan evitar las irregularidades o las carencias en el cumplimiento de la normativa comunitaria» ( STC 148/1998, de 2 de julio [ RTC 1998, 148] , F. 8). 

· …sin perjuicio de que el orden de distribución de competencias obedezca exclusivamente a las pautas del Derecho interno, la normativa comunitaria pueda ser utilizada como elemento interpretativo útil para encuadrar materialmente la cuestión. …resulta adecuado tomarla como punto de referencia, ya que «no cabe ignorar que la propia interpretación del sistema de distribución competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas tampoco se produce en el vacío» ( STC 102/1995, de 26 de junio [ RTC 1995, 102] , F. 5). Por ello, prestar atención a cómo se ha configurado una institución por la normativa comunitaria puede ser no sólo útil, sino incluso obligado para proyectar correctamente sobre ella el esquema interno de distribución competencial, máxime cuando la institución o las técnicas sobre las que versa la disputa carecen de antecedentes en el Derecho interno ( STC 13/1998, de 28 de junio [ RTC 1998, 13] , F. 3), como ocurre en el presente caso con el sistema comunitario de gestión y auditoría medioambientales. 
 
El reparto de competencias entre el Estado y la Comunidad Autónoma de Cataluña en materia de «medio ambiente».  (FJ 6)
· El esquema constitucional de distribución de competencias se concreta, por un lado, en el art. 149.1.23 CE ( RCL 1978, 2836) , que atribuye al Estado la competencia para dictar la «legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección» y, por otro, en el art. 10.1.6 EAC ( RCL 1979, 3029 y LCAT 1979, 318) , que asigna a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución en materia de protección del medio ambiente, competencia que habrá de desarrollarse «en el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la misma establezca» y «sin perjuicio de las facultades de la Generalidad para establecer normas adicionales de protección».
Función de lo básico en materia de medio ambiente:
· lo básico, como propio de la competencia estatal en la materia de medio ambiente, cumple una función de ordenación mediante mínimos que han de respetarse en todo caso, pero que deben permitir que las Comunidades Autónomas con competencias en la materia establezcan niveles de protección más altos, como ya se dijo en la STC 170/1989, de 19 de octubre ( RTC 1989, 170) . 
· el contenido normativo de lo básico en esta materia no significa la exclusión de otro tipo de actuaciones que exijan la intervención estatal, entre las que pueden incluirse funciones ejecutivas, ésta es una solución excepcional a la cual «sólo podrá llegarse cuando no quepa establecer ningún punto de conexión que permita el ejercicio de las competencias autonómicas o cuando además del carácter supraautonómico del fenómeno objeto de la competencia, no sea posible el fraccionamiento de la actividad pública ejercida sobre él y, aun en este caso, siempre que dicha actuación tampoco pueda ejercerse mediante mecanismos de cooperación o de coordinación y, por ello, requiera un grado de homogeneidad que sólo pueda garantizar su atribución a un único titular, forzosamente el Estado, y cuando sea necesario recurrir a un ente supraordenado con capacidad de [armonizar] intereses contrapuestos de sus componentes parciales, sin olvidar el peligro inminente de daños irreparables, que nos sitúa en el terreno del estado de necesidad. Se produce así la metamorfosis del título habilitante de tales actuaciones, cuyo asiento se encontraría en la competencia residual del Estado (art. 149.3 CE [ RCL 1978, 2836] ), mientras que en situación de normalidad las facultades ejecutivas o de gestión en materia de medio ambiente corresponden a las Comunidades Autónomas dentro de su ámbito espacial y no al Estado ( STC 329/1993 [ RTC 1993, 329] )». 

Verificadores medioambientales (FJ 4 Y 5)
· ¿Quiénes son? «toda persona u organización independiente de la empresa sometida a verificación que haya obtenido una acreditación, en las condiciones y con arreglo a los procedimientos establecidos en el artículo 6». 
· Sus funciones: su función será la de certificar, sin perjuicio de las facultades de los Estados miembros en relación con la supervisión de las disposiciones normativas, el cumplimiento de todos los requisitos del Reglamento en materia de política y programa medioambiental, evaluación medioambiental, funcionamiento del sistema de gestión medioambiental, procedimientos de auditoría medioambiental y declaraciones medioambientales, así como la fiabilidad de los datos y de la información incluidos en la declaración medioambiental, y el tratamiento adecuado en la declaración de todos los temas de importancia medioambiental relacionados con las actividades del centro [funciones que se enuncian en términos similares en el punto 5.4 del anexo V del Reglamento (CE) 761/2001].
· los verificadores medioambientales deben encontrarse acreditados mediante un sistema establecido por cada uno de los Estados miembros 
·  Títulos competenciales para establecer la regulación de los verificadores medioambientales y de las entidades que han de acreditarlos
· Lo encuadra dentro de la materia de «medio ambiente», que el TC lo ha conceptuado de la siguiente manera: en la STC 102/1995, de 26 de junio ( RTC 1995, 102) , F. 7, declaramos que «[e]l medio ambiente, tal y como ha sido descrito, es un concepto nacido para reconducir a la unidad los diversos componentes de una realidad en peligro. Si éste no se hubiera presentado resultaría inimaginable su aparición por meras razones teóricas, científicas o filosóficas, ni por tanto jurídicas». En concreto, hemos señalado que la protección del medio ambiente «consiste en una acción de amparo, ayuda, defensa y fomento, guarda y custodia, tanto preventiva como represiva», pudiendo caracterizarse también como «una actividad beligerante que pretende conjurar el peligro y, en su caso, restaurar el daño sufrido e incluso perfeccionar las características del entorno, para garantizar su disfrute por todos». 
«…es evidente que el sistema comunitario de gestión y auditoría medioambientales está destinado a prevenir los efectos perjudiciales o nocivos que las actividades producen sobre el entorno ambiental y sobre los seres vivos, incluyendo el régimen de aspectos cuya finalidad directa es la protección de dicho entorno, cuestiones que, como se dijo en la STC 14/2004, de 12 de febrero ( RTC 2004, 14) (F. 10), son propias de la materia «medio ambiente», y no responden a la ordenación del sector industrial o a la regulación de los requisitos técnicos que han de cumplirse en los procesos de producción industrial.»
El TC le reconoce a la materia de  «medio ambiente» un carácter transversal que «por la naturaleza compleja y polifacética que presentan las cuestiones atinentes al medio ambiente, hemos anudado a las competencias sobre el mismo en su configuración constitucional, ya que el medio ambiente incide en otras materias incluidas también, con diversos títulos, en el esquema constitucional de competencias (art. 148.1, números 1, 3, 7, 8, 10 y 11 CE [ RCL 1978, 2836] ), siendo lo ambiental un factor a considerar en las demás políticas públicas sectoriales con incidencia sobre los diversos recursos naturales integrantes del medio ambiente ( SSTC 102/1995, de 26 de junio [ RTC 1995, 102] , F. 6; y 306/2000, de 12 de diciembre [ RTC 2000, 306] , F. 3). »
· No cabe encuadrarla en la materia relativa a ‘seguridad industrial’
 sobre los siguientes argumentos:
a) porque el sistema de ecoauditoría que quería imponer el Reglamento comunitario «no incluye componentes que lo conecten directamente con la seguridad de instalaciones y establecimientos industriales o de los procesos que en ellos se desarrollan o de sus productos»
b) el sistema de ecoauditoría tiene carácter dispositivo para las empresas, y las normas de seguridad industrial por el contrario son de carácter imperativas, por lo que no puede concluirse que aquel sistema esté encuadrado en esta submateria.

· No cabe encuadrarla en la materia de «industria». En dicho ámbito material el TC ha incluido las siguientes cuestiones: actividades encaminadas a la «ordenación de los sectores industriales» y a la regulación de los procesos industriales o de fabricación ( SSTC 203/1992, de 26 de noviembre [ RTC 1992, 203] , F. 2; 243/1994, de 21 de julio [ RTC 1994, 243] , F. 2; 179/1998, de 16 de septiembre [ RTC 1998, 179] F. 3; y 190/2000, de 13 de julio [ RTC 2000, 190] , F. 6). 
Designación de entidades de acreditación mediombiental que actúen en todo el Estado (art. 2 y disposición adicional 2ª RD 85/1996): (FJ 11)
· «La primera cuestión que debemos dilucidar es la de si el hecho de que una Entidad de inspección y control actúe en más de una Comunidad Autónoma justifica, por sí solo, que el Estado se reserve la facultad de autorización en una materia en la que todas las Comunidades Autónomas han asumido las funciones ejecutivas. La respuesta a este interrogante debe ser negativa. El Estado, en virtud de las competencias normativas que posee en esta materia, puede establecer los puntos de conexión territorial que estime oportunos para determinar la Comunidad Autónoma a la que corresponde otorgar la autorización de esas Entidades que pretenden desarrollar una actuación de alcance superior al territorio de una Comunidad Autónoma. Lo que no permite este alcance territorial de las actividades objeto de las distintas competencias -fenómeno cada vez más común en el mundo actual- es desplazar, sin más, la titularidad de la competencia controvertida al Estado. A este traslado de titularidad, ciertamente excepcional, tan sólo puede llegarse, como se apuntó en la STC 329/1993 ( RTC 1993, 329) , cuando, además del alcance territorial superior al de una Comunidad Autónoma del fenómeno objeto de la competencia, la actividad pública que sobre él se ejerza no sea susceptible de fraccionamiento y, aun en este caso, cuando dicha actuación no pueda llevarse a cabo mediante mecanismos de cooperación o de coordinación, sino que requiera un grado de homogeneidad que sólo pueda garantizar su atribución a un único titular, que forzosamente debe ser el Estado, o cuando sea necesario recurrir a un ente con capacidad de integrar intereses contrapuestos de varias Comunidades Autónomas» ( STC 243/1994, de 21 de julio [ RTC 1994, 243] , F. 6)
· el hecho de que los actos de las Comunidades Autónomas puedan originar consecuencias más allá de sus límites territoriales no puede dar lugar a que se les despoje de las facultades que les corresponden, porque ello equivaldría necesariamente a privarlas, pura y simplemente, de toda capacidad de actuación. Así, reiteradamente hemos declarado [por todas, STC 126/2002, de 20 de mayo ( RTC 2002, 126) , F. 9 a)] que la limitación territorial de la eficacia de normas y actos de las Comunidades Autónomas no puede significar, en modo alguno, que les esté vedado, en uso de sus competencias propias, adoptar decisiones que puedan producir consecuencias de hecho en otros lugares del territorio nacional. 
· carece de relevancia a los efectos de justificar la asunción por el Estado de la competencia ejecutiva de designación de una entidad de acreditación, la preocupación manifestada por el Abogado del Estado ante el hecho de que la acreditación realizada por las entidades designadas por las Comunidades Autónomas pueda tener trascendencia en el ámbito europeo. Ya hemos dicho que la ejecución de la normativa comunitaria habrá de ajustarse en todo caso a los criterios constitucionales y estatutarios de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, pues, como señalamos en la STC 21/1999, de 25 de febrero ( RTC 1999, 21) , F. 10, refiriéndonos a la consolidada doctrina constitucional sobre este aspecto, «el ingreso de España en la CEE y la consiguiente transposición de las normas de Derecho comunitario derivado no altera las reglas constitucionales de distribución de competencias».
·  De modo similar a lo que en aquel caso acontecía (en el que consideramos que la actividad ejecutiva de expedir certificados oficiales de los materiales forestales de reproducción debía encuadrarse en la potestad ejecutiva que correspondía a la Comunidad Autónoma promotora del conflicto, sin que tal atribución pudiese alterarse por el hecho de que estuvieran destinados al comercio exterior), en el presente supuesto son las Comunidades Autónomas, y no el Estado, quienes pueden designar, con independencia de su posterior proyección en el ámbito comunitario, estas entidades cuya función es acreditar a los verificadores medioambientales. 

· Por último, debemos también rechazar el criterio del Abogado del Estado de que la designación de ENAC pueda responder a la finalidad de fijar un parámetro de carácter técnico al que deban ajustarse las entidades de acreditación designadas por las Comunidades Autónomas, pues el establecimiento de tal parámetro técnico no precisa de la reserva de funciones ejecutivas, pudiéndose alcanzar a través del ejercicio de las facultades legislativas que ostenta el Estado. En efecto, el Estado cuenta con unas amplias facultades normativas, a través de las cuales puede establecer las características que deben poseer las entidades de acreditación, al objeto de garantizar su independencia y neutralidad, así como su solvencia, y los requisitos que han de cumplir los verificadores medioambientales para poder ser acreditados, con plena satisfacción de los criterios previstos en la normativa comunitaria.

VOTO PARTICULAR DE RODRIGUEZ-ZAPATA PEREZ:
Discrepa con el fallo de la sentencia y a su juicio, por tratarse de un acto de aplicación del Derecho comunitario- debiera habérsele reconocido al Estado una competencia de ejecución mínima justificada en la necesidad de fijar un parámetro común de carácter técnico y establecer un modelo (el de la ENAC) que sirva de pauta del tipo de entidades de acreditación que cumplen la directiva comunitaria.

Vitoria-Gasteiz trece de febrero de 2006

Dirección de Política Autonómica y Desarrollo Estatutario
� El � HYPERLINK "javaScript:enlaza('LCEur%201993\\\\2115','.','F.4')" �Reglamento (CEE) 1836/1993, de 29 de junio ( LCEur 1993, 2115) �, estableció un sistema comunitario de ecogestión o ecoauditoría, que permitía la participación voluntaria de las empresas que desarrollaran actividades industriales, para la evaluación y mejora de los resultados de las mismas en relación con el medio ambiente y la facilitación de la correspondiente información al público (art. 1.1). 


� En atención a esta Doctrina adquiere especial relevancia la participación de las CCAA en la fase ascendente del derecho comunitario, esto es, en el procedimiento de elaboración de la normativa comunitaria.


� En la STC 203/1992 definió la submateria de seguridad industrial así: En efecto, como dijimos en las � HYPERLINK "javaScript:enlaza('RTC%201992\\\\203','.','F.5')" �SSTC 203/1992, de 26 de noviembre ( RTC 1992, 203) �, F. 2, y � HYPERLINK "javaScript:enlaza('RTC%201994\\\\243','.','F.5')" �243/1994, de 21 de julio ( RTC 1994, 243) �, F. 2 (doctrina reiterada, entre otras, en la � HYPERLINK "javaScript:enlaza('RTC%201998\\\\179','.','F.5')" �STC 179/1998, de 19 de septiembre [ RTC 1998, 179] �, F. 3), en la submateria de seguridad industrial se incardinan las actividades públicas, principalmente de ordenación y de policía, relacionadas con la seguridad de las instalaciones y establecimientos industriales y la de los procesos industriales y los productos elaborados en las mismas, entendiendo incluidas también, en cuanto a éstos, las actividades de normalización y homologación, esto es, la determinación de las características técnicas de seguridad de los productos industriales y el control de su ejecución, así como el régimen de seguimiento de la producción ( � HYPERLINK "javaScript:enlaza('RTC%201994\\\\313','.','F.5')" �SSTC 313/1994, de 24 de noviembre [ RTC 1994, 313] �, FF. 2 y 8; y � HYPERLINK "javaScript:enlaza('RTC%201999\\\\21','.','F.5')" �21/1999, de 25 de febrero [ RTC 1999, 21] �, F. 9). 
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